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El Diccionario Jurídico Espasa, edición de Madrid 1999, 
página 933, dice-lo siguiente: “Se habla de sobreseimiento 
provisional cuando solamente existen dudas sobre la ‘, 
comisión del hecho o sobre su ,autoría dando lugár a una 
mera suspensión del proceso, sin efectos de,.cosa juzgada 
material”., ,* 

Lamento que se mantenga esta situación sin solución 
definitiva, razónpor la cual tendremos que esperar que 
prescriba la acción penal o se aclaren las dudas, por otro 
camino, a menos que el propio interesado solicite la 
reapertura, como también prevée el Código, Judicial cuando 
este quisiere defender su inocencia. 

~, 4 de diciembre del 200 1, 

CESAR PEREIRA BURGO 

DR. CARLOS H. CUESTAS, G. 
Secretario General 

DEMANDA DE INCONSTITUCIONALIDAD 
(De 13 de diciembre de 2001) 

MAGISTRADO PONENTE: ARTURO HOYOSENTRADA NO. 055-2000 
DEMANDA DE INCONSTITUCIONALIDAD FORMULADA POR LA FIRMA 
FORENSEARIAS, FABREGA&FABREGA, EN NOMBREY REPRESENTACIÓN DE 
PYCSA PANAMA, S.A. CONTRA EL ARTiCULO 17 DEL DECRETO LEY NO. 5 DE 
8 DE JULIO DE 1999.- 

REPÚBLICA DE PANAyA 
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PLENO, 
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y VISTOS: 

,. 

Pendiente de decisión se encuentra. la ,demandti de” ‘~ 

ínconstítticionali’dad presentada por la firma ~forehse ARIAS,, 

FÁBREGA Et FABREGA,~ en nombre y represetitación de PYCSA ,, 

PANAMA, S.A., con el ,obj&o de que se declare qtie es 

inconstitucional ej articulo 1~7 del Decreto Ley No. 5 de 8 de julio 

de 1999, “Por el cual se estäblece el Régikn General de 

~Arbitraje, de la Coiwilia+ón y de la Mediación”. 
~.~, 

l .- NORMA JU&DICA IMPUGNADA. 

La norma’ acusada de inconstituci6nalidad; la Sonstituye el 

artículo 17 del Decreto LeY No. 5 de 8 de julio de.1 999, que es del 

. 
tenor siguiente: 

“ARTkULO 17: El tribunal arbitral deber& decidir, 
de oficio o q petición de parte, acerca de su 

~~ propia competencia y ~del ámbito a que éste ‘se 
extienda, incl,uso pronunci&ndos& sobre la ,., 
~invalídez, inexistencia o ineficacia dele conveniö 
erbitral.~ 

La ~excepci6n de incompetencia deberá ser ‘- 
promovida a ~~ màs tardar’ en el escrito de 
c&itestación a la demanda, en su ,tiaso. 

El tribunal arbitral dëcidirá las cuestiones 
sobre su competencia, ~6% una decisión de 
car&cter,,$evio, que se hará én eI plazos máximo 

‘,, de un mas a partir de su consti$ción, si” 
~~ perjuicio de SU reproducción en el laudo. -La 

decisión, sobre la competencia podrá ser 
inipugnada por las pafles, con motivo del recurso 
de anul~+Wt, o en el trámite de reconocim~iento y ~’ 
ejecución del laudo arbitral! según proceda.” 

~~ ~, 

~11 :~’ CONSTITUCIONAL QUE SE CONSIDERA LA” NORMA 
Ir ,~ 

VIOLADA Y~EL CONCEPTO DE LA INFRACCIÓN. 

La norri3a c&stitucional que el recurrenie 

,’ 

considera 



, 
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infringida es el articulo 32 de la Constitucibn Nacional, cuyo texto 

so transcribe seguidamente: 

“Artículo 32. Nadie seia,juzgado sino por 
autoridad competente y conforme a los trámites 
legales,’ ni más de una ~vez por la misma causa 
penal, policiva o disciplinaria.” 

La actora manifiesta que la norma por ella impugnada 

infringe el contenido del articulo 32 Constitucional de forma 

directa, ~por omisíón, ya que el artículo 17 deUDecreto Ley No. 5 de 

8 de julio de 1999, desconoce~una de las garantlas es,enciaÍes 

ambaradas por dicha norma, cual es la garantia de ser juzgado por 

un tribunal independiente e imparcial. 

Señala que el articulo 17 del Decreto Ley No. 5 de 1999, 

atribuye al tribunal arbitral la facultad de conocer sobre la 

_ excepción DDE incompetencia que pudieran promover cualquiera 

de las partes. ,Ad’emás, indicá que el interés personal de los 
: ,. 

Brbitros radica en que la decisión que emitan sobre la excepción 

de incompetencia ,tendrla una incidencia directa en la 

remuneración que van a percibir por su actuac,ión dentro del 

arbitraje. 

‘Agreg6,,que los arbitros~ son remune,rados ,poi las partes, no 

por’,el Estado, por ende la poskión del arbitro difiere de la posición 

del juez, ya que el Juez tiene,un,salario fijo pagado’por & Estado. 

,Ademas, manifest6 que ~:los honorarios ~,de, los arbitros suelen 

‘.: 
: fijarse en atención,a la cuantfa de los intereses en discusión, por 

una parte, y por Ia: otra, et-t atención a lay complejidad de lay 

controversia que deben resolver. 
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Tamt@n indicó, que los brbitros al resolver favorablementk 

unas excepci+n de incompetencia, el proceso arbitral concluir8 en 

su etapa inicial, con muy poca’ictuacibn por parte de los Brbi,tros; 

Es decir, la remu~neración que~ rekibir8n los brbítros si reconocen 

I la excepción ,de ~incomp&enci& ser8 menor que aquella que 

habrlan recibido de haber mantenido la competencia y .de haber 

conocido el proceso arbitral en todas sus fases, .hasta dictar .el 

latido arbitral. 

Finalmente sefiala que es evidente que los &bitrostienen un 

inter& pksonal al exaniinar una excepción + incompetencia, y’ ” 

que esa inter& personal pued8 Ilegar’a afectar le imparci&dad 

que debe tener todo tribunal al impartir justicia, lo que atenta 

contra la garantía -delkiebido proceso sefiala en el artículo 32 ,de 

le Coñstitución Nacional. 

111.~ TOP õ A DEY N ClbN. 

Una vei admitida la acción de inconstitucionalidad,‘se corrió 

trasla~do al’Pro&radoi Geneial de la Nación, quien a través de la -, 

Vista NO. 8, de 3 de marzo de 2000, manifestó SI¡ opinión en’ 10s 

siguientes t&minos: 

“Una vez analizado el @antaamiento ,~ ” ~~” ,,, 
desarrollado,~por el,postulante y de cotifrtintación 
de la norma acusada con el articulo 32 de nuestra 
Carta Magna, opino que no sa produce la alegada 
violación. 

La función del Estado orientada a declarar y 
ejecutar el Derecho positivo por medio de órganos 
especiales ,instit~cionaleS as conocida’ como 
jurkdicción, ,-y ell,a se encuentra atribuida a los 
tribunales; cuya función primordial es resolver los 
conflictos’ 0 ,controversias que se les presentan 
mediante protiesos o mecanismos establecidos ~ 
con esa finalidad. ,j 



82 ~’ Gaceta oficial, martes 15 de enero de 2002 N” 24,470. 

Frente al tradicional, pero casi absoltito’ 
sistema jurisdiccional del Estado, han ‘, 
‘evolucionado ot’ros modos alternos de solucibn de 
conflictos fundamentados en la manifestéción 
cada vez ,rn&s aceptada del principio de 
autonomía de la voluntad de las partes o da su 
poder para dicitar la solución a sus conflictos., Es 
así como han surgido procesos o ‘mecanismos 
comò el arbitiaje. 

El aibitraje viene a ser entonces, un’ proc&o 
adversaria1 de, solución de conflictos, que se 
origina de comtiti acuerdo entr&Ias pa,@s, ya que 
Bstas aI, celebrar un contrato~~establecen a través 
de’una ckusula arbitral, someter cualquier lìtigio~~ 
o disputa que surja al Procedimiento Arbitral. En 
este mismo orden de ideas, también ha dicho el 
Centrp de Conciliación \/ Arbitraje de Panamg, 
adscrito~a la Cámara de Comercio e Industrias y 
Agricultura de Panamá, que~ el arbitraje es un 
procedimiento reconocido, ~por la ley al cual 
pueden acogerse los paflicultires para lograr la 
solucibn de.sus conflictos en forma privada. más 
rápida y,‘eficazménte, sin tener que acudir a la 
justicia ~ordinaria, pudiendo obtener un fallo’ 
imparcial y definitivo, cuyos efectos soniguales a 
los de una sentencia judicial. 

La figura del arbitraje’trasciende el ámbito 
nacional yo se onenta en normas de Derecho 
Internacional, existiendo en ese orden dos 

; cuerpos legales destacables, en los que se 
reconoce el valor del laudo arbitral, Bstos son:, 
Convenido Interamericano sobre ,Arbitraje 
Internaci&nal, suscrito en Panamá: el 30 de enercj 
de 1975, ‘y ia. Convención ,sobre Reconocimient6 
y Ejecuc,ibn cfe Sentencias Arbitrajes Extra~njeras 
suscritas en Nueva York el 10 ‘de junio de 1958, 
en los duales se dispone respectivamente que, 
“Las’ sentencias> o laudos arbitrales... tendrán 
fuerza de, sentencia judiciil ejecutoriada”- (Ver 

articulo 4)~ .y se “reconocer6 la autoridad de la 
sentencia arbitral, y conceder8 su ejecución ,de 
conformidad con ‘las normas de ‘procedimiento 
vigentes en el territorio donde la sentencia ‘sea 
invocada”. ‘Wer~aflfculo III).” 

. . . 

“Las consideraciones antes planteadas .me 
conducen a no compartir el planteamientos del 
accionante,, por cuantos Sony las pafles quienes, ~~ 
generalmente, eligen a los Árbitros, en funcibn del 

‘8 
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conocimiento que se tienen de ellos, en cuanto ‘a 
- sir profesión, pericia, su experiencia en la materia 

’ ~8 del conflicto; ademas de su confiabilidad en 19 
referente a ,, neutralidad y aptitud para el 
juzgamiento. 

Ademas; el hecho de que el tribunal arbitral 
,’ conozca de su competencia, para nada incide en ~‘, 

que el mismos sea im,parcial, por el hecho de, 
‘, recibir remuneración de las partes. . 

La imparcialidad de los arbitros~ ~está 
garantizada por varios mecanismos desarroHados 
eh el Decreto Ley No. 5 de 8 de julio de 1999; en 
cuanto a su selección la cual corresponde a las 
partes y no a una en particular, la reglamentación 
para su escogimiento; asf como los supuestos 
que impiden, ser arbitros, y las causas de’ 
recusación.” 

“Sumado a lo anterior, tenemos que la 
facultad del tribunal arbitral para decidir acerca de 
su competencia puede ser impugnada por la 
parte que lo estimes conveniente. Asi, si el 
tribunal arbitral establece que es competente para, 
definir ~’ el conflictos planteado (competencia 
positiva); la misma puede ser impugnada por-las 
partes, mediante un recurso de anulación que se 
surtir6 ante la Sala Cuarta de Negocio~s Generales 
de la Corte Suprema DDE Justicia, tal y ~,como lo 
~disponen los artículos 34 y 35 del Decreto Ley NO. 
5 de 1999; con lo tiüaJ se garantiza el derekho a .~ 
la tutela judicial efectiva. 

Las consid,eraciones que he dejado 
~plasmadas, me, llevan al convenc‘imiento de que 

_~ 

el articulo 17 ~del Decreto ‘Ley No. 5 de 1999, que 
se refiere a la competentiia no viola las garantías 
del debido proceso, ya que este aspecto no afecta 
la imparcialidad de ,los’ arbitros, por lo que’ asl 
solicito’al Pleno de la Corte Suprema de Justicia 
lo declaren en su oportunidad.” 
(Ver de foja 10 a 22). 

IV; ARGU N 0 i ME 

De acuerdo con el tramite procesal, luego’ de ola última ~: 

publicación. del edicto a que hace referencia el artículo 2555 del 

Código Judicial (atilculo actual 2564 del C6digo Judicial), se abrió 

un término de, d~iez dlas hhbiles ,para que ,todas: las personas 
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interesadas en el caso presenta’ran argumentos por rescrito. <’ 

En ‘esta etapa procesal se allega a la Corte, los alegatos 

finales de 4a firma forense ARIAS, FABREGA Et FARREGA,~quien 

actúa ‘en nombre y representación dey P%XA PANAMA. S.A., en 

“los que se insiste en la procedencia de declarar in,constitucional’el 

artículo 17 del,Decreto Ley No. 5 de,8 de julio de 1999. 

Ademas, fue aprovechada dicha etapa procesal por el Doctor 

Ulises Pittí, quien en nombmy representación de la Cámara de 

Comercio, Industrias~y Agricultura de Panama, presentó escrito de 

opcsición y ,alegatos 81 Recurso de Inconstitucionalidad 

presentado por la firma’forense.ARIAS,~ FAB,REGA 8 FABREGA, en 

representación, de PYCSA PANAMA, S.A. contra ei ertlculo 17 del 

Decreto Ley No. 5 de 8~de julio de 1999. 

Por otro .lado,’ el Doctor Ulises Pittí presentó nuevamente 

escrito de oposiciõn y alegatos, en su propio nombre uy 

representación, así como en nombre y representación del Centro 

de Conciliación y’Arbitraje de Panamá. 

En lo medular de dichos escritos se sefiala que el convenio 

arbitral es uno contrato’en virtud del cúal Alas partes, personas 

naturales o jurfdicas,~acuerdan someter una controversia que surja 

o que pueda surgir a juicio de uno o varios arbitros,~ quienes 

resuelven a traves de una sentencia o laudo y que la misma tiene 

: efectos de cosa,juzgado. 

Y~que,, en virtud del principio de la autonomía de la voluntad 

Y de Ias partes, se faculta a los particulares a realizar toda WtUaCión 

; no violatoria a la~Constituci6n o a la Ley. 
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Seguidamente, señala que el articulo 17 del Decreto Ley No. ‘~ 

5 d6~ 1999, no es inconstitucional, ya que son las propias partes ,, 

,contratantes las que en virtud del priri$ipio izonstitucional de la 

autonomia idem la voluntad ,someten# a la decisión de terceros~~ 

(árbitios). la solución de sti’s controversks. A ,dichos ,terceros ,~ 

(á,rbitros), señala que le corresponde saber~ sobre qué est6n 

decidiendo y fijar los IíWtes,de su propia cori-ipetencia. 

Agrega adembs, que el artículo 17 dele Decreto Ley No. 5 de 

1999 en comento, no des inconstit+iona’l, ya que al ~pactarse el 

~conv@n[o arbitral~de conformidad con lo querido por las partes, ~l&s 

,mismas quedan sujetas a un, procedimiento~que eh sefialado en el 

propk tionvetiío arbitral. Manifiesta, que no hay’arbitraje si no 

nace~d6 uti acueido cuya soberanía emana da las propitis partes ~, 

que deciden que sea de un tercero el que administre justicia., 

Por otro lado agrega; que’el propio Decreto Ley establece tiI 

rec~urso de anulación del lau~do arbitral en su artlculo~ 34. 

Finalmente, hace ur-&s contikkiories .~q& pasamos ‘a 

!’ transcribir de seguido:’ 

,a 1. 

2’ 

No es inconstitucional porque el convenios 
arbitral, piedra ~angtilar de la inktituciión 
aitiiiitral, desarrolla el @riticipki dé autononila 
de la votuntad de las partes y le otorga 
competencia a los ~árbitros para/ que 
examir& su pitipía cotipetericia, &em&i 
de la_ aplicación del ,procedimiefito 
convenido. 
La competencík de los Brbítros está limitada 
a decidir respecto de. la capacidad de las 

_, 

,, ,. 
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3. 

4. 

5. 

partes ‘para transigir al momento-~ de 
suscribir el convenio y si’ las materias o 
asuntos sometidos a su decisión son 
materias arbitrales. 
En derecho arbitral bien entendido, esto es 
lay competencia de los ‘arbitros. Este 1 
concepto, aunque ligado al anterior, no es 
sinbnimo de i~mparcialidad,~ tal como lo 
confunde el recurrente, porque 
im,psrcialidad~ es “Actitud recta, 
desapasioneda, sin preju,icios ni 
prevenciones al proceder o al juzgar. 
En virtud del principio de la autonomfa de la 
voluntad de las partes, estas designan sus 
brbitros y pagan sus honorarios y ello no 
viola el articulo 32 de la Cónstitución 
Nacional, puesto que bajo ningun concepk 
se afecta la competerkia de los Brbitros ni 
su imparcialidad por el heSho de percibir 
estos, conforme a una’s reglas 
preestablecidas, los honorarios atinentes a 
,la prestación de sus servicios, conforme a 
su idoneidad y especialidad. 
Aunado a lo anterior, l.as partes gozan del 
recurso de anulación cuando el laudo 
contiene decisiones que exceden el Ámbito 
o alcance de la competencia del tribunal 
arbitral.” ,(Fs. 6041). 

IV. ‘DVDEL 

Encontrandose. por tanto, el proceso constitucional en etapa~~ 

de su decisi6n en cuanto al fondo, a ello~se aboca el Pleno, previas 

las consideraciones que se dejan expuestas. 

Observa, el Plenos que la norma acusade de inconstitucional 

constituye el arWulo 17 dél Decreto-Ley .No. ~5 de 8 de julio de 

1999, “Por la cual se establece el regimen general de arbitraje de 

la~conciliación y de la mediación”. La parte actora considera que 

dicho articulo infringe el debido proCeso por cuantos que, 

desconoce una de las garantfas esenciales emparadas, por el 
i 

artículo 32 de la Constituciõn Nacional, a saber, la garantla de ser 

juzgado por un tribunal independiente e imparcial. 
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La d,octiPna~ ha serialado que el arbitraje e.s una de las 

primeras ~formas de resolver los conflictos, jurídicos que se 

presentaban entre las personas, toda vez que su ,origen se - 

,atribuye a’ la época primitiva de la sckieda,d :en que la evolución 

cultural~ imponla deferira terceros la solución ‘de Alas disputas, 

aceptando de antemano y con care,&er obligatorf~~la decisión que 

se tomara, ello’indi&&k se esta,ba en presencia de una solución~~ 

” arbitral. En Ia actualidad; ,el ~arbitraje h,a adqu~irido un gran 

,desa~rr&o;~ s,e han’ suscrito y ratificado varios instrumentos 

internacionales;~ que~se~refj~eren ‘a arbitraje y enel que se vinculan 

a diversos países iberoamericanos. 

~,‘~ Ele Decreto Ley No. 5, de 8 de.julio de 1999, en su articulo 

primero~~ ieiialä; ~‘;El arbitraje es’ una institución de solución de 

conflictos mediante ~,el cua.l cuälquier, persona ~con ,qepecidad 

jurídica de obligarse somete.~ las ,controversias surgidas o’ que 

puedan surgir con otra persona, al ajuicio de uno~o mas arbitros, 

que deciden~ definitivamente mediente laudo con eficacia de cosa 

~juzgada, de conformidad a’ ¡o establecido en el presentes Decreto 

gel artículo 7 del mencionado Decreto-Ley Nó. 5, se~ñala que: 

“El convenio arbitral, esel media mediante ele cual las partes 

beciden someter al arbitraje leso controversias~qua surja~n, o qoe 

puedan surgir entre ellas,‘de unarelación juridica~, sea contractual 

0 no.“~ 
,, ~- 

,Por su parte, ele Pleno de lay Corte Suprema en resolución de 

29 de ‘octubre de 1992, al referirse~a la institución del arbitraje 
,~ 

señaló~: 
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“Por, lo que respecta ‘al arbitraje, es 
‘importante dejar establecido que el mismo es un 
mecanismo ideado con la finalidad de resolver 
conflictos entre sujetos de derecho, sean entes de 
derecho público o personas jurldicas de derecho 
privado, que sin recurrir a las autoridades 
jurisdiccionales establecidas por el Estado 
conceden ,a un tercero, unipersonal p 
pluripersonal, la facultad de decidir sobre una 
cuestión de interés’parg ambas partes. ~1 

La doctrina privgtivista entiende que el 
arbitraje supone la existencia de un problema de 
derecho material, mientras que la$ concepciones 
más modernas consideran al arbitraje como un 
auténtico medio jurisdiccional de solución de 
conflictos, pues le conceden carácter de autentico 
proceso regulado por el Estado. 

Aunque árbitros yarbitradores no ostentan 
la misma potestad jurisdiccional que la Ley otorga 
ti Jueces,+ Magistrados, sí tienen facultad legal 
para decidir una cuestión sometida a su 
consideración y ello implica, en alguna medida, 
ejercer la jurisdicción que por autorización de la 
Ley los sujetos que recurren al arbitraje le 
reconocen a árbitros y arbitradores en eI caso 
particular que los enfretita corno sujetos de 
derechos”. (Adverteticia de Inconstitucionalidad 
presentada por la firma forense MORGAN Y 
MORGAN, apoderada judicial de la sociedad’ C. 
FERNIE 8 CO., S.A.;, en el proceso que + sigue 
esta empresa a UNIVERSAL COMPANIA D,E~~ 
SEGUROS Y REASEGUROS, S.A.” 

Ahora bien, la dkposición legal acusada de inconsti?ucional 

en el caso en estudio es el articulo 17 del Decreto Ley No, 5, que 

ele atribuye al tribunal arbitral la facultad de conocer sobre la 

excepción de incompetencia que pueda promover cualquiera de 

las partes. 

Frente a la censura hecha por la demandante, cabe 
‘,, 

,det&minar si el articulo 17 del Decreto Ley NO. 5 de 8 de julio de 

1969. conculca el artículo 32 ck Ia Constitución Nacional, que 

consagra la garántía fundamental del debido,procez$o. 

El artículo 32 de la Constitución Política, dispone lo siguiente: 
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?Artlculo~ ‘32:Nadie ‘ser6 jurgado sino :’ por 
autoridad competente y conforme a los trámites 
legales,’ ni més de una vez por la misma causa 
penal, policiva o disciplinaria”. 

Si ~bien es’cierto, nuestra Constitución Nacional no consagra 

,expiesame’te el derecho fundamental a la futela judicial; la Corte 

Suprema de Justicia ha reconocido que el artículo 32 de la. 

Constitución tambien- incluye el derocho de las personas de acudir 

a los tribunales de justicia, con el objeto de~obtener la tutel,a de 

sus derechos. 

En efecto, la Sentenkia de’29 de octubre de’ 1992, del Pleno 
.’ 

de la Corte Suprema, expedida precisamente len torno al tema de 

arbitraje, reconoce que el ~artículo 32 también incluye el d,erecho 

~‘a la tutela judicjal. Esta sentencia señala que. “la resolución del 

Ministerio de Comercio e Industrias que ha ‘sido impugnada ’ 
\ 

,tambien infringe el articulo 32 de la Constitucíõn, porque al hacer 

obligatoria lay clausula compromisoria en. contratos do adhesión, 

impide el acceso a los, tribunales de ,justicia a le parte que lo ~‘~ 
-. 

considere necesario para defender sus derechos. El, articulo 32, ,’ 

que consagra la garantkdel debido proceso; también contiene’el 

derecho a la tutela judicial, ,la ‘cual se cierra a’la ‘parte mas d&bil, en 

el contrato ‘de adhesión, como ,.zonsecuencia :de la resolución 

administrativa’cuya inconstitucionalidad se ~impetra”. 

En el presente caso,, la Corte Suprema debe decidir si 

árbitros particulares, al conocer, segtin el articulo 17 del Decreto ” 

Ley 5’de 1999, de Lina~excepciónde inqompetencia, puede impedir 

a una persona que:a&uda a los tribunales de justicia a plantear 

una ,pretensiõn, segun se lo garantiza el, ¿wtlculo 32 & :la 
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Constitución. 

El autor ALE CAROCA PÉREZ, profesor de Derecho Procesal~’ 

en’~ la ~Universidad Diego :Portales de Santiago de Chile, en una 

‘reciente obra: sobk la ~Garantla Constitucicinal de la ,Defehsa 

Procesal, ,señala que: “‘ola Tutela es la finalidad ti objetivo que 

persjgue el partitiular mediante el ejercicio de su accibn ~procesil, 

)i cuando dichas tutela eso judicial quiere decir, otckgada por los 

órganos jurisdiccionales. Por lo tanto, la tutela jud~icial requiere 

siempre el previo ejercicio de la acción procesal,~‘~. como 

., 

~~‘, 1: ~~:::, ~~ ‘- ~1:~:~~” ~_~‘~, ~’ - 
requerimiento de tutele’que hace posible el inicio y prosecución de 

un proceso qtie declare, el derecho dey las partes en el ‘caso 

concreto. Esta acción p~rocesal Ie debe’ ser garantizadas al 

ciudadano por lay organización estatal, desde el mismo iristante en 

: ; que le ,ha~ proh,ibido le auto tutele ~mediente su acción directa;” 

(C~AROCCA PÉREZ,. ALEX. “Garantla’ Constitucional de la Defensa 

Proctzsal”. Jose Maria Bosch Editor. Barcelona. 1&8. PBg. 110). 

La doctrina ,,nacional ha sefialado que el debido proceso legal, 

,, es: “una institt.+$‘de carkter instrumental en virtud de la cual 

en ,todo procedo deben ‘~brindarse a la persona una serie de 

garantías~ y de protecciones que permitan a las personas una 

!, 
/ 

: “lucha por el derecho”, una defensa efectiva de sus derechos por 

medio del ejercicio del’ derecho de acción en virtud del cual las 

personas pueden formular pretensioties que deben ser resueltas 

“, por el Estado ‘mediänte~ el ejercicio de :lk función jurisdiccional.‘! 

(HOYOS, ARTURO. El ~Debido~Proceso. EditorialTemis,~S.A. Santa 

: Fe de BoaotB, Colombia. 1996. p.58). ~,~ 

En esta misme ~‘~&bra, sobre : eI carkter de ¡k ~garantík 
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constrtucional prevista en el artlcplo 32 de la CÓnstitución, se dijo: 

“La C.S.J. ha-sehalado que en dicha riorma se consagra el derecho 

a la jurisdiccióh. Este último, dice la Corte, “no ‘es m&s que la 

facultad que tiene toda persona de acudir al órgano jurisdiccional 

señeladci por el Estado, en demanda de justicia o bien para que se 
. . 

le resuelva una preténsión jurldlca e igdal titular del derecho a la 
_ 

jWisdicc¡ón lo es aquel qbe es llevado a un prkeso~ en su calidad 

de demandado y al haber acudido ambos, demandante y 

demandado, se cumple con la primera~~etapa de eSe deiech&i la 

j&isdicción lo cual deseMboca en: a) que se cumplió la garantía 

del debido proceso, cuya esencia radica en ej derecho de defensa, 

b) que se resolvió la pretensibn mediänte sentencia oportuna: 
’ L 

‘(subrayado nuestro). En esa mi{ma sentencia [a,Cckte señal6 que 

el “derecho a la jurisdicción” significa “igualme,nte responsabilidad 

del Estado de velar porque ese derecho y esa función se satisfaga 

y en este aspecto, ,es encargo del Estado establecer el. órgano del 

deliberante de ,istas controvérsias, Asignarle jurisdkcióri y 

compekncia v dictar ‘las“normas de proceditii&ito”. (Op. Cit. p. ‘~ 

El artículo 228 ‘del’ Códig’k Judickl, detine jtiri&icción~como 

“,la facultad de administrar justicia”. 

En este mismo sentido, el áuto? ALEX CAROCCA PÉREZ, en 

‘su obra Garantía Constitucional~ de la Defensa Procesal, citado 

a~nteriormente, señala: “Hemos apuntado reiteradamente, que 

prohibida la acciqn directa para conseguir la autotutela, el 

ordenamiento debe asegurar a todo sujeto, que estime, que un 
.~ 

interk no le des reconoklo o respetado, p’uede acudir a los 
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~, órganos jurisciicciorial&, dkponiendo el cauce prokesal, adecuado 

,para ello, con la finalidad de perseguir a través de su acci& 
\ 

jurídica, un pronunciamiento jurisdicci~rtal (favorables’ o 

desfavorable) que declara su derecho en el cago concreto,‘val& 

decir, p$uede procurar obtener la tutela judkial.” (CAROCCA 

PEREZ, ALEX. Op.~ Cit. Pd@. 125). 

En el plano internacional, la Declaración~Americana de los 

Derechos y Deberes del Hombre (1984). ~a~próbzida por Panamá 

mediante Ley No. 15 de octubre de 1977, dispone: ARTkULO 

XVII: “Toda persona puede ocurrir a los Tribunales para hacervaler 

sus derechos Asimismo debe disponer de un procedimiento 

breve y sencillo por el cual la justicia lo ampare contra actos de 

,~ autoridad que violan en perjuicio suyo, algunos de los derechos~ 

f~ndameritales coniagkdos constitucionalmente”.~ j 

Qcleda claro’ entoncis. y tal como se señal6 la Corta 

,Suprema, en la sentencia de 29 de octubre del 992, tantas~ veces 

citada, que: “al regularse eI arbitraje en el ordenamiento jurídico 

el Estado no renuncia nunca~a su facultad de administrar justicia, 

ni delega propiamente ,tal potestad en los ,particulares, pues el ‘-, 

ente estatal ~610 reconoce “que los sujetos~ tienen derecho ea 

someter a otros la decisión de conflicto+ que pueden ser resueltos 

en’~ocasiones mediante trapsacciones,privada$. 

Todo lo anterkr, opone de manifiesto que el artículci 17 del 

Decreto Ley No. 5 de 8 de julio de 199g, al, atribuirle al tiibunal 
,’ 

~aybitral la facultad ~ de conocer sobre la excepción de 
i 

incompetencia que pudiera promover’iwalquiera de las partes, es 

inconstitucional, pero por distinik razones a la expuesta por la 

‘_ 



No24470 . ~’ Gaceta Oficial, martea 15 de enero de 2002 ~93 

accionante, ya que dicho artfculo si reeuita violatokiod@ derecho 

al debi~do proceso, toda ‘vei que es evidente que se len est8 

impidi,endo el acceso a los fribunáles de justkia a la parte que~~lo, 

considere necesario para defender sus derechos. 

Una autolimitación del, acceso al * los tribunales 

‘voluntariamente acordada, como es el ãrbitraje, es conforme a Ii 

Constitución, ~perp el artfculo~ 17 impugnado-,perniite que a una 

parte-se le niegue dicho acceso, en contra de~su voluntad. Ello es 

asi, porque,atribuye a arbitros privados, al resolver la excepción 

de incompetencia y fijar su repropia competencia, la, potestad ,~ 
i 

jurisdiccional de obligar a una. aparte a someterse al arbitraje aún~ 
\ 

si estkque los arbitros no’son competentes para conocer de su 

pretensiónz ‘Esto, implica una negación~ del derecho a la tutela 1’~: 

judicial .protegido por el artículo 32 constitucional. 
,, 

.Los tribunales de justicia han sido establecidos por el Estado 

para administrar justi~cia, y toda persona tiene derecho a recurrir .~, 

a los_órganos jurisdiccionales del.Estado en dem~anda de justicia,~‘: 

para que se le reconozcan o restablezcan sus derechos cuando.lo 

crea necesario, siendo 10s~ tribunales ordinarios~ los que deben z 

decidir sobre la~competentiia del~tribunal arbitral y no que’sean los ~. 

brbitros los jueces de su propias competencia, o mas bien que sea : 

una leyó lay que determine la incompetenoie de los tribunales : 

ord,inarios en violación~ del’~articulo 32 de la Constitu&ón. 

mesta Superioridad colige, sin lugar al dudas, que el artículo 

17 del’ Decreto Ley No. 5 de 8 de julio de 1999, desconoce una de 

las garantfas esenciales amparadas por el articulo 32 de nuestra 

Cat-ta~ Magnas, que es derecho a la tutela judicial, elementos que 
,’ 
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integra ia garantk constitucional del debido pr&eso, ya que se 

está negando el acceso a Iá justicia estatal o pública a la parte que 
_’ 

lo considere necesario. 

Debe entenderse que la excepción de incompetencia es; 

pues, dtil conocimiento de los tribunales ordinarios y que debe ser 

promovida ante estos a mhs tardar eh el escrito de contestación 

a la demanda, como se prev6 en el phrafo segundo del articulo 

‘17.’ 

Por Ick razonamientos expuestos,’ Ia CORTE SUPREMA, 

PLENO. administr&do justicia en nhnbre de la, República y por 

autoridad de la Ley, DECLARA QUE SON INCONSTITUCIONALES 

IoS p&rrafos primero y tercero del articulo 17 del’ Decre!o Ley No. 

5 de 8 de jUli0 de 1999 “Por el cual se establece el R6gimen 

ir General de Arbitraje, de Ia’Conciliatiión y de la Mediatiión”, por ser 

contrarios al artículo 32 de la Constitución Polltica vigente. 

Notifíquese y P$bliquese en la Gaceta Oficial, -’ 

~ARTURO HOYOS 

JAIME A. JACOME DE, ti GUARDIA ELIGIO A. SALAS 
(CON SALVAMENTO DE VOTO) 

JOSÉ A. TROYANO ADAN ARNULFO ARJONA L. 
(CON SALVAMENTO DE VOTO) (CON SALVAMENTO-DE VOTO) 

GRACIELA J. DIXON C. ROGELIO A. FABREGA 2. 
(CON SALVAMENTO DE VOTO) 

JOSE MANUEL FAÚNDES ,MIRTZA ANGÉUCA FRANCESCHI 
DE AGUILERA 

CARLOS H. CUESTAS G. 
Secretarlo General 
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